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SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico a 28 de septiembre de 2018. 

Comparece la parte apelante y peticionaria, el licenciado Luis 

Enrique Mejías Rivera, y nos solicita que revoquemos la sentencia emitida 

el 28 de febrero de 2017 por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de San 

Juan. Mediante el referido dictamen el foro primario declaró Ha Lugar la 

demanda presentada por el señor José Rial García. En consecuencia, 

condenó al apelante a pagar una suma ascendente a $46,000.00. 

 De igual modo, el licenciado Mejías Rivera nos solicita la revisión de 

la resolución emitida por el Tribunal de Primera Instancia el 13 de marzo 
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de 2017. A través de dicho dictamen el foro primario declaró Con Lugar el 

memorando de costas presentado por el apelado.  

Examinados los méritos de la apelación, procedemos a modificar la 

sentencia apelada a través del recurso cuya identificación alfanumérica es 

KLAN20170411. A su vez, se expide el auto de certiorari KLCE201700572 

y se revoca la resolución recurrida.  

I. 

Según se desprende del expediente ante nuestra consideración, el 

4 de abril de 2012 el señor José Rial García (señor Rial García) y su hija, la 

señora Rocío Rial Bou (señora Rial Bou) presentaron una demanda en 

contra del licenciado Luis Enrique Mejías Rivera (licenciado Mejías Rivera) 

por cobro de dinero.  

Alegaron los demandantes, aquí apelados y recurridos, que la 

señora Rial Bou y el licenciado Mejías Rivera estuvieron casados entre 

2009 y 2011. Añadieron, además, que el señor Rial García, entonces jefe y 

suegro del licenciado Mejías Rivera, le prestó la suma de $50,000.00 para 

que el apelante pudiera “terminar sus estudios en derecho en España”.1 

Asimismo, aseguraron que el señor Rial García emitió el cheque 1082 con 

fecha de 20 de julio de 2010 en el cual se hizo constar que era un 

“préstamo para Luis Enrique Universidad”.2 El cheque fue endosado y 

depositado en la cuenta personal de la señora Rial Bou.  

Los demandantes reclamaron, además, $18,338.52 por concepto 

de pasajes y estadías en hoteles en la ciudad de Madrid para que el 

demandado pudiera ir a estudiar. 

El 11 de junio de 2012, el licenciado Mejías Rivera presentó la 

correspondiente contestación a la demanda. En síntesis, el apelante y 

peticionario argumentó que no está obligado al pago de la cantidad 

reclamada, pues no se obligó al repago de la misma, y los estudios 

cursados en España fueron con el único propósito de beneficiar total y 

                                                 
1 Apéndice del recurso, a las págs. 23-25. 
2 Id.  
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exclusivamente a la compañía Econo Rial, Inc., para la cual laboraba 

desde 2009. Por ello, adujo y citamos: 

Cabe destacar que, dicha Maestría fue escogida 
meticulosamente para que resultare provechoso a los 
demandantes y sus negocios. Por ello se escogió una 
Maestría en Derecho (Northwestern University School of 
Law, Chicago) que combinara un “Business Certificate” (del 
Instituto de Empresa, Madrid) simultáneamente. Dentro de 
los cursos académicos que dicha Maestría ofrecía [y] que 
impactaban positivamente a los demandantes se 
encontraban: Financial Accounting, Marketing for Lawyers, 
Coporation Law, Contract Law, Contract Drafting, Intelectual 
Property Law, entre otros. El currículo seleccionado 
combinaba las destrezas que aumentaban las capacidades 
comerciales, administrativas y jurídicas del demandado para 
beneficio exclusivo de su patrono, el co-demandante José 
Rial, y eran compatibles con las funciones del día a día del 
demandado.3    
 
Además, explicó que el cheque fue emitido a favor de la señora Rial 

Bou, quien también laboraba en la empresa propiedad del señor Rial 

García, y reiteró que nunca hubo un acuerdo de repago ni cláusula de 

reembolso, sino que el pago de estudios se realizó de manera voluntaria y 

para el beneficio de la compañía. Alegó también que nunca consintió a 

recibir el dinero para el pago de la maestría en concepto de préstamo.  

Luego de varias incidencias procesales, entre ellas, un extenso 

descubrimiento de prueba, el 6 de noviembre de 2014 la parte 

demandante presentó una solicitud de sentencia sumaria. El 15 de 

diciembre siguiente el licenciado Mejías Rivera presentó su oposición a 

dicho petitorio.  

Luego de ponderar las solicitudes ante sí, el 15 de junio de 2015, 

notificada el día 22, el Tribunal de Primera Instancia, dictó la sentencia 

sumaria en la que condenó al licenciado Mejías Rivera a pagar al señor 

Rial García $52,886.40, de los cuales $2,886.40 correspondían a pasajes y 

estadía. 

Inconforme, el 20 de julio de 2015 el licenciado Mejías Rivera 

acudió ante nos mediante un recurso de apelación. En aquella ocasión, 

                                                 
3 Apéndice del recurso, a la pág. 42. 
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entendimos que no procedía la resolución sumaria del caso. A través de la 

Sentencia Enmendada Nunc Pro Tunc emitida el 14 de abril de 2016 en el 

caso KLAN201501103, expusimos lo siguiente: 

[…] de acuerdo con nuestro análisis existen controversias, 
que imposibilitaban la resolución sumaria del caso. La 
controversia en esencia se concentra en la determinación 
sobre la intención de las partes y la existencia o no del 
perfeccionamiento de un contrato de préstamo verbal. Para 
esta determinación, el Tribunal de Primera Instancia, con el 
beneficio del juicio en su fondo, deberá examinar los 
siguientes aspectos:   
 

1.  La existencia o inexistencia del perfeccionamiento 
de los requisitos de un contrato de préstamo verbal 
entre el señor Rial García y el licenciado Mejías 
Rivera.   

2.  En la afirmativa, las partidas dinerarias específicas 
adeudadas al señor Rial García, conforme con la 
prueba admisible y no refutada presentada en su 
día.   

 
  Luego de ello, el foro primario celebró el juicio en su fondo los días 

25 y 26 de enero de 2017. Antes de que comenzara el desfile de prueba, 

los demandantes desistieron del pago de los gastos de hoteles y pasajes, 

por lo cual la reclamación se circunscribió a $50,000.00.  

Una vez el Tribunal aquilató la prueba presentada durante el 

proceso de juicio, emitió la Sentencia recurrida. Determinó, entre otras 

cosas, lo que sigue: 

[…] 

6.  Allá para julio 2010 el demandado Luis E. Mejías estaba 
molesto con lo que estaba pasando en su trabajo en 
Econo Rial Inc., no estaba contento con Puerto Rico y le 
dice a la Sra. Rocío Rial que le gustaría irse a vivir fuera 
de Puerto Rico. Además, le manifiesta que la forma más 
fácil de irse era pedirle un préstamo a su suegro José 
Rial para poder estudiar fuera ya sea [sic] en Estados 
Unidos o España.  

 
[…] 
 
8. A raíz de dicha investigación, el demandado Mejías eligió 

la Universidad Instituto de Empresas en Madrid que tenía 
sede en Chicago, Estados Unidos, toda vez que las 
demás universidades que este había verificado 
empezaban un año más tarde, mientras que la 
Universidad Instituto de Empresas en Madrid comenzaba 
en septiembre de ese año (2010). A saber, dentro de dos 
meses para ese entonces y lo consideró la mejor opción, 
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tomando en consideración su empeño de irse fuera de 
Puerto Rico.  

 
[…] 
 
11. Inicialmente el demandado “Mejías” le indicó a “Rocío” 

que necesitaba un préstamo de $150,000.00 para los 
siguientes conceptos: 
a. $50,000.00 para pagar la matrícula de la universidad 

fuera de Puerto Rico; 
b. $50,000.00 para vivir bien mientras este fuera 

estudiante; y,  
c. $50,000.00 para pagar las deudas.  
 

[…] 
 
13. A raíz de la confirmación de admisión a la Universidad 

IE, “Mejías” y “Rocío” acordaron ir juntos donde el Sr. 
José Rial para que el demandado “Mejías” le solicitara a 
este el préstamo que necesitaba para estudiar en la 
universidad que había sido admitido.  

 
[…] 
 
16. Los términos para el pago del préstamo por los 

$50,000.00 los propuso “Mejías” quien le manifestó a 
“Rial” que le pagaría la cantidad de $2,000.00 
mensuales hasta saldar los $50,000.00 del préstamo. El 
Sr. José Rial aceptó el acuerdo de pago propuesto por 
“Mejías”.  

 
17. Ese mismo día, el demandante “Rial” preparó un cheque 

por la cantidad de $50,000.00 a nombre del Sr. Luis 
Enrique Mejías Rivera y en la parte de abajo del cheque 
le puso “préstamo”. “Rial” se lo entregó a “Rocío” para 
que le hiciera entrega del mismo al demandado 
“Mejías”. 

 
18. “Rocío” procedió a entregarle el cheque a “Mejías”. No 

obstante, este le solicitó que hablara con “Rial” para que 
realizara el cheque a nombre de ella ya que era más 
fácil que esta lo cambiara e hiciera la transferencia a la 
universidad, ya que los oficiales que trabajan en el 
Banco Popular de Puerto Rico ubicado en la Plaza Rial 
del pueblo de Canóvanas la conocían, por lo cual el 
proceso se haría más fácil y más rápido.    

 
[…] 
 
20. El Sr. José Rial procedió a romper el cheque que había 

hecho a nombre del Sr. Luis E. Mejías y preparó un 
nuevo cheque a nombre de la Sra. Rocío Rial por la 
cantidad de $50,000.00.  

 
[…] 
 
22. Después de depositar el cheque, “Rocío” procedió a 

realizar dos transferencias electrónicas desde la cuenta 
personal de ella a favor de la Universidad Instituto de 
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Empresas SL en Madrid por las cantidades de $1,644.32 
y $5,364.40 respectivamente. 

 
23. Posteriormente, el 24 de agosto de 2010, “Rocío” realizó 

una tercera transferencia bancaria de su cuenta 
bancaria a favor de la Universidad Instituto de Empresas 
SL en Madrid por la cantidad de $39,395.34. 

 
24. La diferencia entre los dineros que transfirió “Rocío” y 

los $50,000.00 que esta había depositado en su cuenta, 
la Sra. Rocío Rial se los entregó a “Mejías”, ya que este 
se los solicitó en efectivo porque era parte del préstamo 
que “Rial” le dio para pagar la universidad.  

 
25. El Sr. Luis E. Mejías, le realizó dos pagos de $2,000.00   

al Sr. José Rial para abonar al préstamo, para un total 
de $4,000.00, no obstante, incumplió con el resto de los 
pagos. 

 
[…] 
 
30. La cantidad de dinero reclamada por el demandante 

“Rial” al presente es líquida, vencida y exigible. El 
demandado “Mejías” le debe al demandante “Rial” la 
suma de $46,000.00, más los intereses legales desde 
que surgió la causa de acción.   

 
31. El único propósito de “Rial” al presentar esta demanda 

es con el fin de que “Mejias” le pague los dineros que le 
debe del préstamo que le solicitó.4  

 
Asimismo, el Tribunal le concedió entera credibilidad al testimonio 

ofrecido por los demandantes y no creyó el testimonio ofrecido por el 

licenciado Mejías Rivera. Ante dichas circunstancias, declaró con lugar la 

demanda presentada y en su consecuencia, ordenó al apelante a pagar 

$46,000.00, más los intereses legales desde la fecha que surgió la causa 

de acción hasta el saldo total de la deuda. Además, lo condenó al pago de 

$2,000.00 en concepto de honorarios de abogado.  

Insatisfecho con la determinación del Tribunal de Primera 

Instancia, el licenciado Mejías Rivera presentó el recurso de apelación que 

hoy nos ocupa. Allí señaló: 

Erró el TPI al condenar al apelante a pagar $46,000.00 al Sr. 
José Rial a pesar de que la totalidad de la evidencia 
desfilada, testimonios orales y todos los documentos en 
autos están plagados de una multitud de contradicciones y 
declaraciones inconsistentes respecto a la inexistencia del 
“consentimiento”, el cual es un elemento esencial para la 

                                                 
4 Apéndice del recurso, a las págs. 1-18. 
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configuración de un préstamo, junto con el agravante de 
haber [tres] versiones contradictorias del Sr. José Rial sobre 
quién le solicitó dinero prestado, y luego de haber declarado 
que específicamente la Sra. Rocío Rial le pidió el dinero 
prestado. [Por] [t]odo lo cual, el TPI actuó con craso error 
manifiesto en la apreciación de la prueba cuando descartó 
injustificadamente elementos probatorios importantes y 
fundó su criterio en testimonios completamente viciados e 
irreconciliables entre sí y sus determinaciones de distancian 
de los testimonios orales y documentos en autos.  
 
Erró el TPI al violarle las garantías constitucionales al debido 
proceso de ley del apelante cuando, mediando craso abuso 
de discreción: (i) le impidió ser oído y contrainterrogar la 
prueba adversa respecto a elementos medulares y 
pertinentes a la controversia; (ii) cometió, no únicamente 
errores perjudiciales en la exclusión de evidencia, sino 
también, errores estructurales que produjeron un claro 
fracaso a la justicia.  
 
Erró el TPI cuando, en craso abuso de discreción, no acató 
las instrucciones dadas por este Tribunal de Apelaciones 
establecidas en su Sentencia KLAN201501103, las cuales le 
indicaban, claramente, al TPI que, durante el juicio en su 
fondo era “necesario precisar si el pago de la matrícula 
constituía (i) un préstamo, (ii) una inversión de negocio o 
(iii) un mero acto de liberalidad que culminó en una 
demanda debido a una agenda en contra del apelante 
motivada por la evidente contención entre los hoy 
excónyuges”.  
 
Erró el TPI al determinar que el alegado préstamo asciende 
a $46,000.00, a pesar [de] que existen serias 
contradicciones que indican que no existe deuda ni líquida, 
ni vencida, ni exigible y dicha cuantía es incompatible con 
distintos testimonios y documentos en autos.  
 
Erró el TPI al descartar elementos probatorios que 
evidenciaron que los estudios sí estaban relacionados con el 
trabajo del apelante, beneficiaron a Econo y, por tanto, no 
beneficiaron exclusivamente al Sr. Mejías como alegó el Sr. 
José Rial.  
 
Erró el TPI cuando, en claro abuso de discreción, impuso 
honorarios de abogados, toda vez que no existe ni un ápice 
de conducta temeraria.  
 
Erró el TPI al incurrir en pasión, prejuicio y parcialidad.  
 
Erró el TPI al ignorar las declaraciones juradas del Sr. José 
Rial cuando admitió, en al menos 2 ocasiones, que este 
pleito es una “agenda en contra del Sr. Mejías”. 
 
Luego de dictada la sentencia aludida, el señor Rial García presentó 

un “Memorando de Costas” ante el foro primario. Allí, solicitó un pago 

total de $649.00. Varios días más tarde, el Tribunal a quo declaró con 
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lugar el mismo. Posterior a que el Tribunal sentenciador se expresara, el 

licenciado Mejías Rivera se opuso al memorando presentado e impugnó 

las partidas que allí se reclamaron.  

Aun inconforme, compareció ante nos mediante el recurso de 

certiorari KLCE201700572. Mediante dicho recurso señaló los siguientes 

errores: 

Erró el TPI al declarar Con Lugar el memorando de costas de 
la parte recurrida sin haber evaluado la impugnación a dicho 
memorando de costas presentada por el peticionario, toda 
vez que, a tenor con la Regla 44.1 (b) de Procedimiento 
Civil, el TPI debió considerar la posición de ambas partes y 
esperar que transcurriera el término de 10 días que concede 
la Regla para que el peticionario presentara su impugnación.  
 
Erró el TPI al declarar Con Lugar el memorando de costas de 
la parte recurrida el cual contiene partidas improcedentes y 
no necesarias para la tramitación del caso y otras partidas 
especulativas, sin documentación que sostengan sus costos 
y desembolsos.  

 
De forma oportuna el apelado y recurrido presentó las 

correspondientes oposiciones a ambos recursos.  

II. 

-A- 

 Los contratos son negocios jurídicos bilaterales que constituyen una 

de las formas de obligación. Art. 1042 del Código Civil, 31 L.P.R.A. sec. 

2992; Amador Parrilla v. Concilio Iglesia Universal de Jesucristo, 150 

D.P.R. 571, 581 (2000). Existen desde que una o varias personas 

consienten en obligarse respecto de otra u otras, a dar alguna cosa, o 

prestar algún servicio.  Art. 1206 del Código Civil, 31 L.P.R.A. sec. 3371; 

Amador Parrilla v. Concilio Iglesia Universal, supra. Su validez exige que 

concurran: (a) el consentimiento de los contratantes; (b) el objeto cierto 

que sea materia del contrato y (c) la causa de la obligación que se 

establezca. Arts. 1213 y 1230 del Código Civil, 31 L.P.R.A. sec. 3391 y 

3451; Díaz Ayala et al. v. E.L.A., 153 D.P.R. 675, 690-691 (2001).  En lo 

pertinente al caso, nos dice la ley que el consentimiento se manifiesta por 
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el concurso de la oferta y de la aceptación sobre la cosa y la causa que 

han de constituir el contrato.  Art. 1214, 31 L.P.R.A. sec. 3401.   

Una vez concurren estos requisitos, las partes contratantes tienen 

plena libertad de contratación para realizar cualquier tipo de contrato. No 

existirá un contrato si resulta contrario a la ley, la moral u orden público. 

BPPR v. Sucn. Talavera, 174 D.P.R. 686, 693 (2008); Trinidad v. Chade, 

153 D.P.R. 280, 289 (2001). Por ello se ha resuelto que los tribunales no 

pueden relevar a una parte de cumplir con lo que se obligó a hacer 

mediante un contrato, cuando el mismo es legal, válido y no contiene vicio 

alguno. Álvarez v. Rivera, 165 D.P.R. 1, 18 (2005); Cervecería Corona v. 

Commonwealth Ins. Co., 115 D.P.R. 345, 351 (1984).   

-B- 
 

En materia de contratos especiales, el Artículo 1631 del Código 

Civil, 31 L.P.R.A.  sec. 4511, define el contrato de préstamo como aquel 

mediante el cual “una de las partes entrega a la otra […] dinero u otra 

cosa fungible, con condición de volver otro tanto de la misma especie y 

calidad”. De mediar el pago de intereses, también el préstamo es un 

contrato oneroso, cuya causa se concreta en esa obligación adicional que 

se añade al principal adeudado. No obstante, no se deberán intereses sino 

cuando expresamente se hubiesen pactado. Art. 1646 del Código Civil, 31 

L.P.R.A. sec. 4573; J. Vélez Torres, Curso de Derecho Civil: Derecho de 

Contratos, Rev. Jur. UIPR, San Juan, Ed., 1990, pág. 457.   

El contrato de préstamo es uno consensual, este no necesita para 

su formación otros elementos que los establecidos en el Artículo 1210 del 

Código Civil, 31 L.P.R.A. sec. 3375. Un contrato de préstamo queda 

perfeccionado con la mera concurrencia del consentimiento entre las 

partes sobre el objeto y causa del préstamo, y desde ese momento las 

partes se obligan al cumplimiento de lo expresamente pactado, así como a 

todas las consecuencias que según su naturaleza sean conformes a la 

buena fe, al uso y a la ley.   
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Una vez consumado el contrato de préstamo, nace la obligación del 

prestatario de devolver el dinero prestado en la fecha y lugar asignado en 

la obligación, incluyendo el pago de los intereses devengados por la 

cantidad asignada. Arts. 1124 y 1125 del Código Civil, 31 L.P.R.A. secs. 

3174 y 3175. Incumplida la obligación íntegra e indivisible de pagar el 

principal y los intereses pactados, puede el acreedor exigir el pago de lo 

adeudado o, incluso, acelerar el vencimiento de toda la obligación, si así 

fue pactado.   

-C- 
 

Los jueces de instancia son quienes están en mejor posición de 

aquilatar la prueba; por ello, su apreciación nos merece gran respeto y 

deferencia. En ausencia de error manifiesto, prejuicio, pasión o 

parcialidad, no se intervendrá con sus conclusiones de hechos y 

apreciación de la prueba. Sólo se podrá intervenir con estas conclusiones 

cuando la apreciación de la prueba no represente el balance más racional, 

justiciero y jurídico de la totalidad de la prueba. S.L.G. Rivera Carrasquillo 

v. A.A.A., 177 D.P.R. 345, 356 (2009); Miranda Cruz y otros v. S.L.G. 

Ritch, 176 D.P.R. 951, 974 (2009); Suárez Cáceres v. Com. Estatal 

Elecciones, 176 D.P.R. 31, 65 (2009); Ramírez Ferrer v. Conagra Foods 

P.R., 175 D.P.R. 799, 810-811 (2009).   

A tenor con lo anterior, los tribunales apelativos deben brindarle 

gran deferencia al juzgador de los hechos, pues éste se encuentra en 

mejor posición para evaluar la credibilidad de un testigo. Ya que un foro 

apelativo cuenta solamente con récords mudos e inexpresivos, se le debe 

respeto a la adjudicación de credibilidad por el juzgador primario de los 

hechos. Los conflictos de prueba deben ser resueltos por el foro primario. 

S.L.G. Rivera Carrasquillo v. A.A.A., supra; Ramírez Ferrer v. Conagra 

Foods P.R., supra, pág. 811. Por tanto, en ausencia de error, pasión, 

prejuicio o parcialidad, debemos abstenernos, en nuestra función revisora, 

de intervenir con la apreciación de la prueba y la adjudicación de 
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credibilidad hecha por el Tribunal de Primera Instancia. Argüello v. 

Argüello, 155 D.P.R. 62, 78-79 (2001).   

-D- 
 

 La Regla 44.1(d) de Procedimiento Civil, 32 L.P.R.A. Ap. V R. 

44.1(d), rige la imposición de honorarios de abogado y establece que:    

(d) Honorarios de abogado. - En caso que cualquier parte o 
su abogado o abogada haya procedido con temeridad o 
frivolidad, el tribunal deberá imponerle en su sentencia al 
responsable el pago de una suma por concepto de 
honorarios de abogado que el tribunal entienda 
correspondan a tal conducta.  En caso que el Estado Libre 
Asociado de Puerto Rico, sus municipios, agencias o 
instrumentalidades haya procedido con temeridad o 
frivolidad, el tribunal deberá imponerle en su sentencia una 
suma por concepto de honorarios de abogado, excepto en 
los casos en que esté expresamente exento por ley del pago 
de honorarios de abogado.    

 
 Aunque la Regla antes citada no define lo que significa la 

temeridad, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha expresado que “la 

temeridad es una actitud que se proyecta sobre el procedimiento y que 

afecta el buen funcionamiento y la administración de la justicia”.  Jarra 

Corp. v. Axxis Corp., 155 D.P.R. 764, 779 (2001).  Asimismo, ha definido 

el concepto de temeridad como aquella conducta que promueve un pleito 

que se pudo obviar, lo prolonga innecesariamente o que obliga a una 

parte a envolverse en trámites evitables.  Andamios de P.R. v. Newport 

Bonding, 179 D.P.R. 503, 519-520 (2010); Marrero Rosado v. Marrero 

Rosado, 178 DPR 476, 504 (2010); Colón Santos v. Coop. Seg. Múlt. P.R., 

173 D.P.R. 170, 188 (2008).    

 Según se ha resuelto jurisprudencialmente, su propósito es 

penalizar a la parte “que por su terquedad, obstinación, contumacia e 

insistencia en una actitud desprovista de fundamentos, obliga a la otra 

parte, innecesariamente, a asumir las molestias, gastos, trabajo e 

inconveniencias de un pleito”.  Andamios de P.R. v. Newport Bonding, 

supra, a la pág. 520.  El Tribunal Supremo ha expresado, además, que la 

imposición de honorarios de abogado por temeridad persigue castigar 
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aquellos litigantes que obligan a otras personas a incurrir en gastos 

innecesarios al interponer pleitos frívolos, o alargar innecesariamente 

aquellos ya radicados.  Oliveras, Inc. v. Universal Ins. Co., 141 DPR 900, 

936 (1996); Elba A.B.M. v. U.P.R., 125 D.P.R. 294, 329 (1990); Fernández 

v. San Juan Cement Co., Inc., 118 DPR 713, 718 (1987).    

 El máximo foro ha reconocido que, al imponer honorarios de 

abogado a la parte temeraria, “los tribunales descansarán en su discreción 

y determinarán la cuantía que aplicarán por: (1) el grado de temeridad; 

(2) el trabajo realizado; (3) la duración y naturaleza del litigio; (4) la 

cuantía involucrada; y (5) el nivel profesional de los abogados.  C.O.P.R. 

v. S.P.U., 181 D.P.R. 299, 342-343 (2011).       

 La imposición de honorarios de abogados recae en la sana 

discreción del tribunal sentenciador y solamente se intervendrá con ella en 

casos en que dicho foro haya abusado de tal facultad.  Sin embargo, una 

vez fijada la existencia de temeridad, la imposición del pago de honorarios 

de abogado es mandatoria.  Marrero Rosado v. Marrero Rosado, supra.    

III. 
 

 En esta ocasión, primeramente, nos corresponde evaluar si erró el 

Tribunal de Primera Instancia en su apreciación de la evidencia vertida 

durante el proceso de juicio. Es la contención del apelante que el foro 

primario abusó de su discreción, pues, según su mejor entender, de la 

prueba presentada se desprenden un sinnúmero de “contradicciones 

trascendentales” con relación al consentimiento por este ofrecido y sobre 

quién solicitó el alegado préstamo. A través de su segundo error, nos 

señala el apelante, además, que el foro recurrido le impidió ser oído y 

contrainterrogar la prueba adversa, así como que excluyó evidencia 

pertinente. En específico, cuestiona el proceder del Tribunal al no permitir 

evidencia relacionada con el proceso de divorcio del licenciado Mejías 

Rivera y su exesposa, la señora Rial Bou. Finalmente, por medio del 

octavo error, alega el apelante, también peticionario, que se equivocó el 
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foro primario al ignorar las declaraciones juradas del señor Rial García 

cuando este dijo este pleito es una “agenda en contra del Sr. Mejías”.  

 Por su parte, la parte apelada aduce que no hay tal cosa como 

contradicciones dentro del testimonio ofrecido por el señor Rial García, 

sino que más bien, su testimonio aclaró que el licenciado Mejías Rivera le 

solicitó un préstamo, a través de su hija Rocío Rial Bou. También, que las 

conversaciones a través de la cuales se hizo la oferta y el licenciado Mejías 

Rivera ofreció su consentimiento, sucedieron en la oficina de José Rial.  

Con relación al segundo señalamiento de error, el apelado nos dice que la 

evidencia que se trató de presentar con relación al caso anterior de familia 

no es pertinente para la controversia que aquí se dilucida. Finalmente, 

respecto a la expresión de la “agenda” en contra del licenciado Mejías 

Rivera, el apelado sostiene que su agenda es una de cobro de dinero, tal 

como cualquiera de sus agendas dentro de sus negocios.  

 Por estar íntimamente relacionados discutiremos el primer, 

segundo y octavo error en conjunto. 

 Luego de un estudio cauteloso de los argumentos de las partes, la 

transcripción oral de la prueba según presentada y los documentos que 

obran en el expediente, nos parece que los errores antes mencionados no 

se cometieron. Veamos.  

 Ciertamente en distintas partes del proceso el señor Rial García 

manifestó que su hija, junto con el licenciado Mejías Rivera le solicitó un 

préstamo para pagar los estudios de maestría del licenciado Mejías en 

España. Sin embargo, vemos que todas las versiones coinciden en que el 

dinero solicitado era para pagar los estudios del licenciado Mejías Rivera y 

nos parece que la señora Rial Bou fungió como intermediaria, toda vez 

que la solicitud la hizo ella a su padre, el demandante aquí apelado.    

 Ahora bien, respecto a la evidencia que se quiso presentar con 

relación al caso de divorcio, entendemos que, como correctamente 

concluyó el foro apelado, esta no es pertinente para poder dirimir las 
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controversias que permanecían pendiente en el pleito de epígrafe. En este 

caso, este Tribunal de Apelaciones ordenó la celebración de un juicio en 

su fondo con ánimos de evaluar los argumentos relacionados a las 

expresiones hechas por el apelado sobre tener o no una “agenda” contra 

el licenciado Mejías Rivera, mas no nos parece que el caso de divorcio 

abonara a establecer lo anterior. Recordemos que evidencia pertinente es 

aquella que tiende a hacer un hecho en controversia más o menos 

probable. Regla 401 de Evidencia, 32 L.P.R.A. Ap. VI, R. 401. "[S]e trata 

de evidencia que arroja luz sobre las cuestiones en controversia." 

(Énfasis nuestro) Chiesa Aponte, E.L., Tratado de Derecho Probatorio, 

Editora Corripio, Santo Domingo, 1998, Tomo I, sec. 1.4, pág. 22.  

 Referente a las expresiones de la alegada agenda en contra del 

demandado, el Tribunal tuvo vasta oportunidad de escuchar la prueba 

testifical ante sí y, dentro de la discreción conferida, determinó darle 

entero crédito al testimonio del señor Rial García cuando este aseguró que 

su agenda es una meramente de cobro de dinero. Luego de ponderar lo 

testificado por ambas partes, no hemos hallado justificación alguna para 

intervenir con la determinación del Tribunal de Primera Instancia en esta 

ocasión.  

 Por medio del tercer error señalado, el licenciado Mejías Rivera 

arguye, en síntesis, que erró el Tribunal primario al no acatar lo 

establecido por este foro apelativo intermedio en la sentencia de 14 de 

abril de 2016. Sobre ello, el apelado sostiene que el Tribunal tuvo 

oportunidad de evaluar toda la evidencia presentada y admitida y luego 

de ello, concluir que en efecto se llevó a cabo un contrato de préstamo 

verbal entre las partes.  

 Tras justipreciar los argumentos de ambas partes referentes a este 

asunto, nos parece, nuevamente, que este error no se cometió. De una 

lectura minuciosa de la trascripción de la prueba oral podemos constatar 

que ambas partes tuvieron amplia oportunidad de presentar aquella 
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evidencia tendente a demostrar sus alegaciones y el Tribunal aquilató la 

prueba presentada y admitida con el fin de atender los asuntos que nos 

parecían estaban en controversia y en aquella ocasión, imposibilitaban la 

resolución sumaria del caso. En cumplimiento con nuestra sentencia, el 

Tribunal evaluó y consideró la prueba vertida ante su consideración y 

concluyó que entre el licenciado Mejías Rivera y el señor Rial García se 

perfeccionó un contrato verbal de préstamo, tanto así que el licenciado 

Mejías Rivera realizó dos pagó de $2,000.00 cada uno para saldar la 

obligación contraída. A pesar de que el apelante no está de acuerdo con la 

conclusión lograda por el Tribunal de Primera Instancia, lo cierto es que 

tanto de las determinaciones de hecho realizadas por el Tribunal como de 

la prueba desfilada en el juicio en su fondo se desprende que el licenciado 

Mejías Rivera le solicitó un préstamo a su entonces suegro para pagar los 

estudios de maestría que se proponía cursar. Asimismo, surge que estos 

acordaron que el apelante pagaría la deuda en pagos de $2,000.00 hasta 

su saldo total.  

 De otro lado, es la contención del licenciado Mejías Rivera que erró 

el foro sentenciador al determinar que el préstamo asciende a $46,000.00, 

pues según su mejor entender, la deuda no es líquida, vencida ni exigible 

al existir una disputa en cuanto a la cuantía reclamada, la cantidad 

consignada en el cheque y pagada a la señora Rial y un alegado sobrante.  

 Sobre este particular, vemos que el foro primario le dio entero 

crédito al testimonio de la señora Rial Bou en cuanto a haber depositado 

el cheque por la cantidad de $50,000.00 en su cuenta bancaria, luego 

haber pagado la universidad en España y finalmente, haberle entregado el 

restante de los $50,000.00 al licenciado Mejías.   

 Como sabemos el Tribunal de Primera Instancia es el foro que está 

en mejor posición de evaluar la prueba presentada, por lo que este 

tribunal no debe intervenir con las determinaciones de hechos ni la 

adjudicación de credibilidad de dicha curia, salvo que medie pasión, 
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prejuicio, parcialidad o error manifiesto. Al estudiar lo alegado por el 

apelante sobre este señalamiento de error, lo cierto es que no logró 

colocarnos en posición de concluir que el Tribunal erró en su adjudicación. 

Ello así, somos del criterio que este error no se cometió.  

 A través del quinto señalamiento el apelante aduce que erró el foro 

a quo al descartar elementos probatorios que evidenciaron que los 

estudios si estaban relacionados con su trabajo, beneficiaron a Econo y, 

por tanto, no le beneficiaron en su carácter personal. Por su lado, opina el 

señor Rial García que los estudios, si bien podían versar sobre materias 

relacionadas con algunas de las funciones que ejercía el licenciado Mejías 

Rivera, no se presentó prueba capaz de evidenciar de qué modo estos 

estudios beneficiaron al entonces patrono. No le asiste la razón al 

apelante.   

 Como bien concluyó el foro recurrido, los estudios de maestría 

cursados por el apelante le beneficiaron a este en cuanto a que en ningún 

momento llegó a aportar su conocimiento como empleado de Econo. 

Tanto así, que, a los pocos meses de comenzar los estudios aludidos, 

renunció a su puesto de trabajo y no fue hasta el 2014 que terminó su 

grado de maestría.  

 Luego de lo anterior, el licenciado Mejías Rivera nos señala que 

incidió el Tribunal al imponer honorarios de abogado por temeridad. Le 

asiste la razón.  

 Ciertamente, la fijación de la cuantía por la imposición de 

honorarios de abogado descansa en la sana discreción del foro 

sentenciador. P.R. Oil Co., Inc. v. Dayco Prod., Inc., 164 D.P.R. 486, 511 

(2005); Montañez Cruz v. Metropolitan Cons. Corp., 87 D.P.R. 38, 40 

(1962). Tal determinación no será alterada por los tribunales apelativos, 

salvo que medie abuso de discreción o no sea proporcional a las 

circunstancias del caso. Quiñones v. San Rafael Estates, 143 D.P.R. 756, 

777 (1997).   
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 No obstante lo anterior, hemos examinado con ponderación la 

cuestión planteada, así como las alegaciones del apelante y no vemos en 

el expediente hechos que respalden que dicha parte hubiese actuado 

temerariamente. Máxime, cuando en una ocasión anterior, no tuvo otro 

camino que acudir ante nos y según hemos mencionado, en aquel 

momento concluimos que procedía la celebración del juicio en su fondo, 

contrario a lo resuelto por el Tribunal de Primera Instancia. Por tanto, 

entendemos que no procede la imposición de honorarios de abogado por 

temeridad en este caso. 

 De otra parte, el licenciado Mejías asegura que la curia primaria 

actuó con pasión, prejuicio y parcialidad. En específico, cuestiona el 

proceder del Tribunal sentenciador en cuanto a no notificarles a las partes 

que había contratado, para un asunto personal, a uno de los abogados 

que compareció en representación del señor Rial García en este caso y 

que luego renunció a dicha representación. Cuestiona, a su vez, varias 

expresiones del Tribunal, entre ellas, “Licenciado, bendito sea Dios…no 

estaba ahí; tampoco estuvo el día que mataron a Kennedy”. Lo anterior, 

mientras el Lcdo. Mark Anthony Bimbela Quiñones le hacía varias 

preguntas durante el contrainterrogatorio al señor Rial García. Sobre esto, 

el apelado está convencido de la inexistencia de expresiones por parte del 

Tribunal que denotasen parcialidad o prejuicio hacia alguna de las partes.  

Como es sabido, de todos los valores que informan la garantía del 

debido proceso, el valor de la percepción de la justicia es el que con 

mayor claridad dicta el uso de un adjudicador imparcial con criterios 

independientes. Véase Schweiker v. McClure, 456 U.S. 188, 195 (1982). 

Redish-Marshall, Adjudicatory Independence and The Values of Procedural 

Due Process, 95 Yale L.J. 455 (1986) citados con aprobación en Henriquez 

v. Consejo de Educación Superior, 120 D.P.R. 194, 202 (1987). “La 

necesidad de imparcialidad adjudicativa en la infraestructura del debido 

proceso impide al adjudicador decidir un caso si tiene interés o prejuicio 
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real identificable o cuando las circunstancias son tales que el riesgo de 

parcialidad es demasiado grande. Withrow v. Larkin, 421 U.S. 35, 47 

(1975)”. Id.   

Sumado a lo anterior, para poder rebatir la presunción de que los 

administradores que fungen como adjudicadores carecen de parcialidad, 

las alegaciones deben revelar un verdadero prejuicio o un interés 

pecuniario o institucional que los descalifique. (Énfasis nuestro) 

Henriquez v. Consejo de Educación Superior, supra, a la pág. 210.   

Evaluadas las expresiones realizadas por el Juez Carlos 

Carrasquillo, así como la totalidad de la trascripción de la prueba oral, 

coincidimos con la apreciación de la parte apelada sobre la falta de 

verdadero prejuicio. Los argumentos presentados por el apelante no nos 

mueven a concluir que en efecto el Tribunal actuara de manera 

parcializada. Ello así y ante la falta de un riesgo de parcialización, 

concluimos que este error no se cometió.     

Ante las circunstancias antes vertidas y por no encontrar elementos 

para intervenir con la adjudicación de credibilidad del Tribunal a quo 

procede modificar la sentencia recurrida de conformidad con lo aquí 

expuesto.  

Ahora bien, como ya hemos mencionado, a través del recurso de 

certiorari el licenciado Mejías Rivera nos suplica la revisión de la resolución 

del Tribunal de Primera Instancia mediante la cual declaró con lugar el 

memorando de costas presentado por el apelado.  

 En el caso de autos, la parte apelada-recurrida presentó 

oportunamente su memorando de costas. Sin embargo, previo a que 

transcurriera el plazo de 10 días que tenía el peticionario para oponerse, 

el Tribunal de Primera Instancia ejerció su discreción y, ante la falta de 

oposición, aprobó el memorando de costas en su totalidad. Claramente el 

licenciado Mejías Rivera contaba con un término para oponerse a la 

concesión de las costas conforme lo requiere la Regla 44.1(b) de 
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Procedimiento Civil, ya citada, dentro de los siguientes 10 días a su 

presentación y notificación. Por lo tanto, concluimos que erró el Tribunal 

de Primera Instancia al resolver la petición de costas sin antes contar con 

la postura del peticionario.  

 Al ser ello así, revocamos la resolución recurrida y se devuelve el 

caso ante el foro primario para que evalúe ambos escritos a la luz de 

nuestro ordenamiento procesal civil.  

IV. 

 Por los fundamentos antes esbozados, modificamos la sentencia 

emitida por el Tribunal de Primera Instancia y apelada mediante el 

recurso de apelación KLAN201700411 para eliminar la determinación de 

temeridad y la imposición de honorarios de abogado en tal concepto. Así 

modificada, se confirma.  

Además, expedimos el recurso de certiorari identificado 

alfanuméricamente KLCE201700572 y revocamos la resolución recurrida. 

Devolvemos el caso ante el Tribunal de Primera Instancia para que 

considere nuevamente el memorando de costas presentado por el señor 

José Rial García y la correspondiente oposición presentada por el 

licenciado Luis Enrique Mejías Rivera.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.   

 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
    Secretaria del Tribunal de Apelaciones  

 
 
 
 


